Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE (Ríos).- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 30) 


La Comisión Especial de Endeudamiento Interno da la bienvenida a los representantes del 
Directorio del Banco Hipotecario del Uruguay: su Vicepresidente, contador Elbio Scarone, y su Director, 
escribano Walter Morodo. 


Esta reunión más que a una citación responde a un acuerdo entre quien habla y las 
autoridades del Banco Hipotecario, quienes me llamaron para manifestarme su intención de 
comparecer en esta Comisión a efectos de informar los pasos que se están dando para que los 
deudores puedan refinanciar lo que deben, además de responder a las inquietudes del resto de los 
miembros de la Comisión. 


SEÑOR SCARONE.- Lamentamos la tardanza; a veces los compromisos que tenemos en el Banco 
nos complican y no podemos cumplir como quisiéramos. 


Queremos trasmitir algunos elementos que hemos estado manejando en los últimos meses 
en el Banco Hipotecario, algunos de los cuales tienen que ver no solo con el Banco sino también con 
otro tipo de organismos con los cuales estamos vinculados, principalmente, el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y el Ministerio de Economía y Finanzas. Concretamente, 
queremos referirnos a la reestructura del Banco Hipotecario para la que se han establecido algunos 
criterios que a futuro deberán ser tenidos en cuenta a efectos de determinar cuáles son las carteras 
que tendrá el Banco Hipotecario reformulado, reestructurado, y cuáles las que va a ceder en este 
proceso de capitalización. 


Voy a hacer una breve mención a estos aspectos, que tal vez darían lugar a una reunión 
específica para tratar la reestructura, pero que también hacen al tema porque si bien algunos de los 
créditos que estamos gestionando en la actualidad probablemente pasarán al Ministerio de Economía y 
Finanzas -que adquirirá parte de esa cartera- creemos que es de buena práctica administrativa encarar 
acciones que tiendan a encaminar el cobro de ciertas deudas del Banco Hipotecario. 


Con respecto a la reestructura del Banco, como ustedes saben, se ha formado un grupo de 
trabajo a nivel del Gobierno, integrado por representantes del Banco Hipotecario y de los Ministerios de 
Economía y Finanzas y de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, que ha definido 
algunos criterios rectores relacionados con el marco general de la reestructura, con las características 
de la operación de capitalización y con la creación de una nueva institucionalidad, dentro de la que está 
el nuevo Banco Hipotecario, con funciones distintas a las actuales en muchos aspectos, con una 
Agencia de la Vivienda y una Recuperadora de Créditos Morosos. No voy a referirme a todos los 
aspectos vinculados a este tema porque creo que exceden el ámbito de esta Comisión, pero entiendo 
que sí es importante tener en cuenta cuáles serán los criterios con respecto a los créditos morosos que 
el Banco Hipotecario posee actualmente y que serían cedidos a la institución llamada Recuperadora de 
Créditos Morosos. 


En principio, los créditos que formarán parte de la futura actividad del Banco Hipotecario son 
aquellos créditos hipotecarios, promesas de compraventa de la cartera comercial en condiciones de 
escriturar e inmuebles comerciales. Se tratará de que la cartera que quede en el Banco Hipotecario sea 
la que tiene un porcentaje de morosidad no superior al 20%, calculando este porcentaje de morosidad 
como la cartera no vigente sobre la cartera total. Se seleccionará la cartera no vigente en base a la 
calidad de los créditos. Al 31 de diciembre de 2005 -estas cifras no van a cambiar porque 
probablemente haremos un corte al 30 de junio de 2006- el activo del Banco Hipotecario se ubicaba en 
$ 31.766:000.000 y el pasivo en $ 31.105:000.000, lo cual daba un patrimonio de $ 661:000.000. 


Debemos tener en cuenta, muy rápidamente, cuáles son los elementos que están detrás de 
esta reestructura del Banco Hipotecario. Como hemos comentado en anteriores oportunidades, el 


Banco Hipotecario está controlado por el Banco Central a través de la Superintendencia de 
Instituciones de Intermediación Financiera. En diciembre de 2004 el Banco Central le impuso una serie 
de criterios; a partir de su no cumplimiento el Banco Hipotecario está impedido de prestar, es decir, de 
realizar su función principal. El Banco Hipotecario puede prestar si el adquirente opta por un inmueble 
que está en la cartera del Banco. Como eso no implica entrega de efectivo por parte del Banco, el 
Banco Central lo permite, pero no lo autoriza a realizar otro tipo de préstamos, los normales con 
garantía hipotecaria, es decir, los que implicaban dar dinero a un cliente del Banco para que adquiriera 
cualquier tipo de vivienda y ese cliente hipotecaba el bien a favor del Banco. 


¿Por qué no están permitidos de acuerdo con lo que estableció el Banco Central a través de 
la Superintendencia de Instituciones de Intermediación Financiera? En primer término, porque el Banco 
Hipotecario carece del encaje necesario para cumplir con las normas de una institución de 
intermediación financiera. En segundo lugar, porque el Banco carece también de disponibilidad 
adecuada para encarar una política de préstamos. En tercer término, porque el Banco Hipotecario no 
posee un sistema de información lo suficientemente adecuado para llevar un control y minimizar los 
riesgos asociados a su actividad. Además, el Banco carece de una responsabilidad patrimonial acorde 
a lo que el Banco Central exige a las instituciones de intermediación financiera. 


El Banco Central también hizo otro tipo de observaciones como, por ejemplo, que el Banco 
carecía de un análisis adecuado de riesgos, de un Comité de Riesgos, así como también de un 
Gerente General que organizara su estructura gerencial. 


Hemos podido iniciar la mejora de alguno de estos elementos internamente, por ejemplo, el 
sistema integral de gestión bancaria. El Banco está haciendo un esfuerzo muy importante para 
sistematizar, para mejorar su sistema de información. Lo hemos encarado internamente a partir de un 
acuerdo con el Banco Mundial que permitió la contratación, a través de licitación pública, de la empresa 
Sonda-Orden, que está trabajando junto con el Banco en la reformulación de su sistema de 
información, de sus procedimientos, de sus sistemas informáticos, de sus equipos informáticos, 
etcétera. 


El Banco ha iniciado un proceso de análisis de riesgos, para lo cual estableció su Comité de 
Riesgos e hizo un llamado a consultorías a fin de que lo orientaran al respecto. 


Hay otros elementos que están más allá de la voluntad del Banco Hipotecario en cuanto a la 
posibilidad de adaptarse a las normas que fija el Banco Central. Las principales están vinculadas a la 
responsabilidad patrimonial que debe tener el Banco y a la disponibilidad de cubrir el encaje que exige 
el Banco Central y, a su vez, disponer de fondos para prestar. A estos dos aspectos está orientado el 
proceso de reestructura que estamos analizando con los Ministerios de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente y de Economía y Finanzas y que también está siendo planteado a través 
de una comisión interinstitucional a la delegación de AEBU. Estamos en ese proceso de análisis 
conjunto para ver cómo se puede avanzar. 


Volviendo a la situación del Banco al 31 de diciembre de 2005, como decíamos, el patrimonio 
era de $ 661:000.000. La situación prevista implica que el Banco se va a quedar con una cartera más 
pequeña -formada por los créditos que están al día y un 20% de créditos atrasados, los de mejor 
calidad dentro de los atrasados- y con un menor pasivo. Concretamente, el Ministerio de Economía y 
Finanzas va a tomar la mayor parte del pasivo con el Banco de la República, que representa alrededor 
de US$ 500:000.000, y algún otro pasivo con sectores públicos, etcétera. Esto permitirá que el 
patrimonio del Banco aumente a $ 4.720:000.000. Esto quiere decir que, de alguna forma, se va a 
tomar más pasivos que activos. Se va a tomar pasivos que tienen una exigibilidad muy importante, 
fundamentalmente aquellos que están vinculados al repago de la deuda con el Banco de la República, 
y se va a tomar un activo que si bien con dificultades está pagando, es probable que también exija un 
sacrificio financiero al Ministerio de Economía y Finanzas para poder atender todas las obligaciones, 
fundamentalmente aquellas de pago de la deuda con el Banco de la República. 


Entonces, lo que está previsto como marco general dentro de la reestructura -pensamos que 
terminará de plantearse en el correr del año 2006 y estará operativa en el 2007- es que el Banco 


Hipotecario va a poseer una cartera de clientes menor a la actual, concentrada en los buenos clientes y 
una mínima parte en los clientes morosos. 


De manera que gran parte de los esfuerzos que estamos realizando en estos momentos 
-como sabrán establecimos el 30 de junio como última fecha para que los clientes morosos se vinculen 
al Banco- es a los efectos de iniciar un proceso de regularización de adeudos que posiblemente 
continúen otras instituciones, concretamente, la llamada Recuperadora de Créditos Morosos o de 
Activos. 


¿Cuáles son las principales normas que hemos establecido recientemente? En primer lugar, 
con fecha 14 de febrero el Directorio aprobó el Acta N*14.002, en la que se establecen criterios que 
después se restringieron a la cartera social, y que es conocida como Instructivo N*9. Este instructivo se 
aplica a aquellas cuentas deudoras de más de tres cuotas y establece una entrega a cuenta en torno al 
50% de la cuota emitida contractual y con existencia de entregas a cuenta. Es decir que se establece 
que en ciertas condiciones el Banco aceptará entregas a cuenta equivalentes al 50% de la cuota. Se 
determina, entre otros criterios, que se tomará como base para negociar la cuota contractual, que 
generalmente responde a la emitida, no admitiéndose en cambio negociaciones de cuotas generadas 
por aplicación de colgamento o sujetas a otro tipo de convenio. Para realizar la negociación y 
suscripción del respectivo convenio por la entrega a cuenta, el gestor del Banco deberá contar por 
parte del cliente con declaración jurada de ingresos del núcleo familiar, acompañada de los respectivos 
recibos de sueldo o comprobantes de ingresos y copia de los recibos por consumo o gastos. 


Aprobamos dos tipos de resoluciones, de las que dejaremos copia. 


Me voy a remitir a los criterios básicos que hemos considerado para ocuparnos de la 
morosidad. Se basan en entregas de alrededor de un 50% de la cuota contractual, por un monto no 
inferior al 26% de los ingresos del núcleo familiar, y se establece un plazo de seis meses para este tipo 
de contratos, con posibilidad de uno adicional de seis meses más. Es decir que lo que está implícito es 
que el Banco considera que ciertas situaciones han llevado a que una cantidad importante de clientes, 
fundamentalmente de la cartera social, no han podido cumplir con sus cuentas en tiempo y forma, lo 
que ha provocado que tengan muchos meses, sino años, de atraso. 


SEÑOR MORODO.- Además de los instrumentos de refinanciación mencionados por el contador 
Scarone, existe una resolución del Directorio posterior que permite a aquellos promitentes 
compradores de cartera social con promesa rescindida, en vías de acción judicial para la recuperación 
de la vivienda por parte del Banco, la posibilidad de detener esas acciones mediante el pago de dos 
cuotas contractuales y la suscripción de un convenio de pago por seis meses en base al Instructivo N*9 
o al N*11, según sea el caso, con posibilidad de renovar por seis meses más. Ese sería otro elemento 
diferente a los anteriores porque abarca exclusivamente a quienes ya tengan una promesa rescindida y 
en vías de recuperación del bien. 


SEÑOR PERDOMO GAMARRA.- ¿La definición de cartera social incluye a las cooperativas comunes 
de ayuda mutua que el Banco tiene dentro de su cartera morosa? 


SEÑOR MORODO.- La parte de cartera social que abarca a las cooperativas fue entregada en 
fideicomiso en diciembre de 2004 al Ministerio de Economía y Finanzas. Lo que el Banco hace es 
administrar, mediante el cobro de una comisión. Pero esas cooperativas están fuera de la situación que 
se acaba de reseñar; comprende la cartera social excepto las cooperativas fideicomitidas en el año 
2004. 


SEÑOR SCARONE.- ¿Cuáles son las actas que refieren a este tipo de gestión de la cartera social? Se 
trata de las Actas N* 13.978, de 6 de setiembre de 2005, y de la N” 14.002, de 14 de febrero de 2006. 
Hay una tercer Acta -que no dispongo en este momento- que hace mención a que fundamentalmente el 
Acta N” 14.002 se aplica exclusivamente a la cartera social y no a la comercial. En síntesis, lo que 
establecen las Actas N* 13.978 y N* 14.002 es que los clientes de la cartera social pueden llegar a un 
acuerdo con el Banco Hipotecario a partir de una cuota que se puede ubicar en el entorno del 50% -a 
veces menos- de la cuota contractual, que esa cuota no puede superar el 26% de los ingresos del 


núcleo familiar e, inclusive -con la acotación que hizo el escribano Morodo- se establece que los 
procesos de rescisión administrativa se detienen si la persona paga dos cuotas. Este sistema implica 
hacer un convenio por seis meses, estableciendo las condiciones mencionadas, con la posibilidad de 
extenderlo una sola vez más por otros seis meses. Esto es así porque se piensa que las dificultades 
económicas que atraviese una familia y las razones que dieron origen al no pago pueden ser 
superadas en ese período máximo de un año en la medida en que el país mejora su situación 
económica y aumenta el trabajo para el conjunto de los ciudadanos del país. 


Voy a señalar otro elemento vinculado a un régimen especial que establecimos a través del 
Acta N* 14.008 de 22 de marzo de 2006. Dicho régimen está vinculado a medidas propuestas para el 
pasaje de deudas en dólares a Unidades Reajustables. Este sistema, al igual que el anterior, fue 
establecido en el mes de marzo y tiene vigencia hasta el 30 de junio de este año. Esto tiene como 
antecedente elementos que ya hemos manejado en esta Comisión con respecto a las deudas en 
dólares del Banco contraídas en cierto período, cuando se endeudaba en dólares y, a su vez, solo 
permitía obtener préstamos en dólares a sus clientes. Esto generaba una situación compleja, 
fundamentalmente para quienes siempre consideraron que la moneda de referencia del Banco era la 
Unidad Reajustable. Además, en 2002 el dólar pegó un salto, determinando que la persona que había 
ahorrado durante muchos años, con la expectativa de tener una unidad de cuenta vinculada a sus 
ingresos, viera que su situación cambiaba radicalmente debido a una medida ajena a su voluntad. A 
nivel del Banco Hipotecario del Uruguay esto se fundamenta en el sentido de que en ese período el 
Banco se volcó a captar depósitos en dólares, buscando cierto equilibrio entre sus cuentas activas y 
pasivas. Es decir, había un pasivo en dólares y quería tenerlo resguardado con cuentas activas en 
dólares. La cuestión es que no basta que una persona tome un préstamo en dólares, porque si no tiene 
capacidad para pagar, cualquier alteración en esa moneda hace que esa persona incumpla con sus 
obligaciones. 


Tratamos de contemplar esta situación a través del Acta N* 14.008 por la cual facultamos a 
los deudores hipotecarios en dólares -son menos del 10% de la cartera de deudores hipotecarios; 
estamos hablando de menos de cinco mil cuentas en dólares respecto a más de cincuenta mil que 
tenemos en Unidades Reajustables- a que, a su voluntad, cambien su cuenta y pasen de deber dólares 
a deber Unidades Reajustables. Para ello se estableció una fecha a partir de la que se haría esa 
conversión, es decir, al 31 de mayo de 2005, con un tipo de cambio de $24 por dólar. Entonces, en ese 
momento, las deudas pasan a Unidades Reajustables. Inclusive se establece un tope máximo para la 
tasa de interés; estaba por encima del 7% y se establece que la tasa no puede superar ese porcentaje. 
También se determina que los intereses moratorios generados entre el 1” de enero de 2005 y el 31 de 
marzo de 2006 serían renunciados por parte del Banco Hipotecario del Uruguay para favorecer este 
tipo de operación. 


Este acuerdo está siendo aplicado y permite al deudor en dólares tener previsibilidad en 
cuanto al cumplimiento de su deuda a futuro, dado que si acepta cambiar a esta modalidad sabrá que 
su posibilidad de pagar no va a depender de decisiones que se tomen por parte del mercado con 
respecto al dólar. 


Estas son las principales normas que queríamos trasmitir ya que son las que se están 
aplicando en este momento, tanto vinculadas a clientes sociales como a los deudores en dólares que 
pasen a Unidades Reajustables; el plazo de vencimiento es el 30 de junio. 


SEÑOR PERDOMO.- Agradezco a la delegación la explicación del caso y el material ilustrativo a estos 
efectos 


Hemos sabido de una convocatoria pública del Banco para fin de mes, a todos los deudores. 


Hay otro tema que ha generado una discusión pública -no sé si política- muy fuerte en cuanto 
a los lanzamientos. He tratado de saber cómo se define la cartera social por parte del Directorio del 
Banco y si esta incluye, o no, a todo el sistema cooperativo; creo que la respuesta es que no lo incluye. 
Entonces, quisiera saber si desde ese punto de vista, las cooperativas de ayuda mutua han sido las 
que han sufrido la mayor cantidad de lanzamientos y si son las que integran en mayor medida el 
fideicomiso desde diciembre de 2004 hasta la fecha. Es decir, si allí se concentra un nivel alto de 


morosidad en el Banco -hay una enorme cartera de viviendas que ingresa en el marco que comentó el 
señor Vicepresidente- ¿cuáles son las políticas específicas que ha adoptado o adoptará el Banco con 
respecto a este sector que es el que vemos aquejado por un fuerte y permanente endeudamiento? 


SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- En primer término, no entiendo por qué se le exige este encaje al 
Banco si no toma dinero. El contador Scarone lo repitió en dos o tres oportunidades y me pregunto por 
qué existe ese problema. 


En segundo lugar, el Banco tiene una norma según la cual -no sé si se estableció en este 
período o en el anterior; ello ha sido incluido en un pedido de informes que no me han respondido- a 
alguien con sesenta y cinco años de edad no se le otorga el préstamo, y si la persona tiene sesenta y 
dos años le otorgan un préstamo por tres, es decir, hasta que cumpla sesenta y cinco años. Quisiera 
saber si creen que eso está bien, cuándo se adoptó la medida, si seguirá así o si se piensa cambiar. En 
caso de que la norma continúe aplicándose, quiero saber qué pasaría con aquellas personas que 
ahora tienen sesenta años de edad y que ahorraron en el Banco desde hace dos, tres o cinco años, es 
decir, que cuentan con una masa de ahorro para comprar, pero les cambiaron las reglas de juego, 
porque cuando empezaron a ahorrar no se decía que los préstamos eran por los años de vida que le 
faltaran para cumplir sesenta y cinco años de edad. 


Quiero saber esto porque mucha gente me lo ha preguntado y para mí es importante conocer 
la razón por la que el Banco discrimina a las personas mayores, ya que en caso de que fallecieran las 
deudas no caducan porque se trata de bienes hipotecados. Por lo tanto, no hay ningún riesgo de que 
no se puedan cobrar. Reitero: quiero saber si el Banco va a seguir discriminando a las personas 
mayores y por qué motivos. 


Tercero, en cuanto a la refinanciación establecida en seis meses y con posibilidades por 
otros seis meses más, ¿qué pasa después? ¿El Banco no ha pensado en hacer un plan de 
refinanciación de manera que la persona pueda acogerse a un plan por diez o quince años? A juzgar 
por lo que dijo el contador Scarone, se trata de algo provisorio: por seis meses se hace una cuota, es 
posible que se extienda por otros seis meses y después no se sabe qué va a pasar. Quisiera que se 
explique si va a haber un plan de refinanciación más permanente. 


Cuarto, quisiera saber si el Banco ha donado los colgamentos a algunos deudores. Si la 
respuesta es negativa, ahí termina mi pregunta y si me contestan que sí, quiero saber por qué a 
algunos se les dona los colgamentos y a otros no. 


Quinto, me gustaría conocer si el pasaje de pasivos que se va a hacer al Ministerio de 
Economía y Finanzas se determinará a través de una ley o de qué modo se instrumentará. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Debido a que a esta hora debo concurrir a otra Comisión a la que no puedo 
faltar, deberemos nombrar un Presidente ad hoc. Propongo al señor Diputado Perdomo. 


Se va a votar. 
(Se vota) 
Siete en ocho: AFIRMATIVA. 
(Ocupa la Presidencia ad hoc el señor Representante Perdomo) 


SEÑOR CONDE.- Me quedaron algunas dudas con respecto a los criterios de refinanciación y de 
reestructura, que de alguna manera se cruzan porque son contemporáneos. El objetivo es salir 
adelante con todo al mismo tiempo. Quiero saber si interpreté bien lo dicho a fin de conocer el 
problema. ¿El Banco quedará con aproximadamente un 20% de deudores que serían los que podrían 
adaptarse a las pautas de refinanciamiento de corto plazo -que serían de un año- y luego recuperaría 


viabilidad o bien se quedaría con los deudores viables de aplicar una refinanciación y luego retomaría 
un régimen normal? Quisiera saber si estos deudores son predominantemente cartera comercial o 
social. Luego me gustaría tener una idea general del total de deudores fideicomitidos, como dijo el 
señor Director Morodo. Entiendo que el Banco los está administrando, pero ya están fuera de esa 
institución y no está en los planes que vuelvan; más bien, quedarían en ese fideicomiso o en otra 
unidad de gestión de créditos que se forme. Y cuántos más se estima -en grandes números- que el 
Banco no retendría, que pasarían a esta nueva unidad de gestión de Cartera. En términos más 
simples, quisiera saber, más o menos, cuánto es ese 20% con el que se va a quedar el Banco y cuánto 
es el resto, así como sus características en cuanto a su pertenencia a la cartera social y comercial. 


SEÑOR MORODO.- En cuanto a las preguntas del señor Diputado Perdomo, debo decir que en el año 
2004 de la cartera social se fideicomiten al Ministerio de Economía y Finanzas por un valor de 
aproximadamente US$ 140:000.000 los créditos emergentes de todo el sistema cooperativo, ya sea 
ayuda mutua, ahorro previo, uso y goce o propietarios. Todas las cooperativas, por definición, integran 
la cartera social. Hay inmuebles de otros deudores que no son cooperativa, pero también integran 
dicha cartera social. Esto devino de la reestructura del Banco realizada en 2004, oportunidad en la que 
se separó la gestión en áreas. Hay un área específica que se llama Administración de la Cartera Social. 
Eso está fideicomitido a favor del Ministerio de Economía y Finanzas. Si nos remitimos a lo que 
mencionaba el señor Diputado Conde, con seguridad serán gestionadas por la recuperadora que se 
cree. Es decir que esas pautas de cobro las tiene el titular del crédito, que es el Ministerio de Economía 
y Finanzas. 


En cuanto a la cantidad de lanzamientos y remates, debo decir que los remates crecieron 
sustancialmente en los años 2004 y 2005. Los lanzamientos no crecieron significativamente; se 
mantienen en los mismos porcentajes. Ahora bien, en ambos casos, tanto deudores hipotecarios objeto 
de remate o promitentes compradores objeto de lanzamiento, lo que sí ha crecido en progresión 
geométrica es la cantidad de gente que ante la intimación del Banco se ha presentado a suscribir 
convenios. Esto quiere decir que proporcionalmente es mucha más la cantidad de gente que se ha 
acogido a los planes que ofrece el Banco que la que han desalojado o rematado su propiedad. Previo 
al desalojo o al remate, una Comisión especial creada por el Directorio -ni bien este asumió funciones- 
estudia situación por situación y aconseja la suspensión, o no, de la medida o que esta se lleve 
adelante. 


Hemos señalado en alguna visita anterior que el promedio de antigúedad de los promitentes 
compradores rescindidos y lanzados y el de los deudores hipotecarios ejecutados supera los cinco 
años de deuda. Naturalmente, es un promedio; hay quienes tienen menos, pero también quienes 
tienen bastante más años de deuda. En el medio están quienes ni siquiera se han acercado al Banco 
en alguna ocasión y otros que han sido citados, han suscrito a un convenio de pago, y luego lo han 
incumplido. 


¿Qué pasa después de los seis meses de convenio con la posibilidad de renovarlo seis 
meses más? Hay varias opciones. La peor para el deudor y la mejor para el Banco es que vuelva a la 
cuota normal. Estamos hablando de una cuota por seis meses o un año, que es el 50% de la cuota 
total, y la deuda acumulada pasa a colgamento para el final del préstamo, con un interés bastante bajo 
del 2%. 


La otra opción es permutar por otra vivienda de la misma Cartera y pasar de promitente 
comprador a arrendamiento con opción a compra, con lo cual se produce un abatimiento de la cuota. 
No es lo mismo la cuota del promitente comprador que la del arrendatario con opción a compra. 


La última opción es alargar el plazo a través de una refinanciación; con la presentación de los 
ingresos del núcleo familiar se fija una cuota definitiva que va a regir la financiación por el período que 
se refinancie. En algunos casos, serán períodos largos porque el Banco no tiene límite legal para ser 
acreedor hipotecario, como hubo en otro tiempo, por ejemplo, de treinta y cinco años; ahora puede 
serlo ilimitadamente. En este caso, la cuota se fija sobre la base de no afectar más del 26% de los 
ingresos familiares. Esto quiere decir que después de ese año -o sea, los dos períodos de seis meses- 
hay posibilidades que no son provisorias sino que tienden a ser definitivas. 


En cuanto a los sesenta y cinco años de edad como límite para los préstamos, debo aclarar 
que esa disposición es anterior a esta Administración. Nosotros, ante la duda preguntamos: ¿por qué? 
¿Con qué criterio? Se nos contestó que es el criterio de evaluación de riesgo, de pasaje del activo al 
pasivo. Con el transcurso de los años se pasa de una situación de actividad a pasividad y, además, 
como las cuotas se fijan sobre el núcleo familiar, también existe la posibilidad de reducción, en la 
medida en que los descendientes formen núcleos familiares aparte. 


Está a estudio si eso va a continuar. No lo quisimos tocar porque en la reestructura implica 
uno de los aspectos que vamos a volver a prestar a partir del año 2007; tenemos que elaborar una 
reglamentación de los sujetos de crédito y allí deberemos tener en cuenta los pro y los contra de esa 
decisión. No hay nada escrito pero, según se nos ha dicho, es una regla del sistema financiero, 
básicamente, de la banca privada. Veremos si es conveniente, si hay algo mejor o hay que dejarlo de 
lado. 


SEÑOR SCARONE.- Voy a referirme al planteo de los encajes y por qué la Superintendencia de 
Instituciones de Intermediación Financiera exige un cierto encaje al Banco Hipotecario. Este tema lo 
venimos analizando desde que nos incorporamos como Directores al Banco y, al respecto, mantuvimos 
varias reuniones con la Dirección del Banco Central y con los Directores de la Superintendencia. 


La conclusión es la siguiente. El Banco Central supervisa absolutamente todos los bancos 
que son considerados intermediarios financieros. Esto significa que el Banco Hipotecario, con ciertas 
peculiaridades pero manteniendo la misma relación que el ABN o el Comercial, toma depósitos, genera 
su pasivo y con él presta dinero, generando su activo. Su margen es la diferencia entre la tasa activa 
que cobra a sus clientes y la tasa pasiva que paga a sus depositantes. Ese es su margen operativo y 
con él tiene que cubrir sus gastos de funcionamiento y las inversiones que realice. Esto es lo que rige 
también para el Banco Hipotecario. En el pasivo tiene ahorristas que ahorran en Unidades 
Reajustables y en el activo tiene préstamos que ha concedido, a través de promesas de compraventa o 
de deudas hipotecarias. En menor medida, tiene préstamos que ha solicitado a través del sistema de 
emisión de valores públicos. Esa es otra de las formas con que se solventan los bancos hipotecarios. 
Acá hay un problema que diferencia a los bancos hipotecarios de los demás. Los bancos comerciales 
tienen, en general, un período de retorno de las inversiones realizadas, de los préstamos concedidos, 
en torno a seis meses o un año, porque prestan a corto plazo, salvo el caso del Banco República, que 
tiene características especiales. El Banco Hipotecario presta a plazos largos: veinte, veinticinco o 
treinta años. Por lo tanto, uno de los elementos fundamentales que tiene que cuidar -y que no lo cuidó 
en el pasado y es uno de los tantos elementos que contribuyeron a sus problemas financieros- es que 
no estaba como se dice en la jerga bancaria- calzado en plazos, en monedas ni en tasas de interés. 


El Banco no puede tener pasivos a corto plazo y activos que va a recuperar en el largo plazo 
porque, si por alguna eventualidad, esos pasivos desean obtener la disponibilidad que tienen, el Banco 
no podrá satisfacer ese planteo. Eso fue parte de lo que pasó en el año 2002, además de lo referente a 
la diferencia de moneda. Entonces, lo que hace el Banco Central es establecer una relación técnica de 
acuerdo con el tipo de pasivos financieros que tiene el Banco Hipotecario. Para hablar de algo que 
todos conocemos bien: un banco comercial tiene cuentas corrientes -en su pasivo- cajas de ahorro y 
depósitos a plazo fijo. Evidentemente, el porcentaje técnico de encaje -o sea, de disponibilidad 
inmediata- que le exige el Banco Central es mucho mayor por los depósitos en cuenta corriente que 
por los depósitos a plazo fijo. La persona que tiene dinero en cuenta corriente puede retirarla 
inmediatamente, mientras que la caja de ahorro tiene un proceso intermedio. Entonces, de alguna 
forma, el Banco Hipotecario también es un intermediario financiero. El Banco Hipotecario tendría que 
actuar como intermediario financiero tomando depósitos de particulares, de ahorristas, hacer emisiones 
de valores públicos y con ese dinero prestar a los que estén interesados en adquirir una vivienda. Por 
lo tanto, como intermediario financiero, tiene que tener un encaje técnico adecuado al tipo de pasivos 
financieros que posee, porque una persona que tiene una cuenta en caja de ahorro puede retirarla si 
así lo desea y el Banco tiene que tener la posibilidad de devolverle ese dinero. 


Estamos planteando al Banco Central algo que es lógico. Por la especificidad que tiene el 
Banco Hipotecario, sus cajas de ahorro tienen una permanencia distinta a la que los particulares 
establecen en un Banco comercial. Esto se evidenció en la crisis de 2002 durante la cual los 
depositantes en cajas de ahorro mantuvieron sus depósitos en Unidades Reajustables, a pesar de que 


el Banco no estaba prestando. Ello se debió a que esa gente ahorraba con el fin específico de comprar 
una vivienda. 


El Banco tiene establecidos colgamentos desde 1985 a la fecha que, en general, están 
asociados a deuda que el cliente no pudo pagar. Se hace una especie de bolsón con esa deuda y se 
pasa al final del período o se hace un ajuste de la cuota menor al que preveía la ley. Hay que pensar lo 
que pasó en 1990 cuando tuvimos una inflación superior al 100%, lo cual hubiera implicado que la 
cuota, que evoluciona de acuerdo con los salarios nominales, también se hubiera multiplicado por dos; 
ahí se estableció que iba a aplicarse un porcentaje de ajuste menor al que correspondía de acuerdo 
con la evolución de los salarios nominales. Este concepto que no se ajusta pasa a un colgamento. 
Tradicionalmente -no de esta Administración sino desde siempre- el Banco Hipotecario tiene el 
concepto de que los colgamentos son deuda y, por lo tanto, no se estableció ningún tipo de 
condonación de los mismos. 


SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- ¿Para nadie, tampoco para ninguna cooperativa? 
SEÑOR SCARONE.- No. 


Con respecto a la reestructura y a su procedimiento de aplicación, evidentemente, habrá un 
cambio muy importante en el sistema financiero uruguayo y, por supuesto, en el Banco Hipotecario. 
Necesariamente, algunos conceptos tendrán que ser legislados; se van a tener que presentar 
proyectos por parte de los Ministerios involucrados -fundamentalmente, el de Economía y Finanzas- 
para ser aprobados por el Parlamento. Hay disposiciones del Banco Hipotecario -inclusive, por ser 
heredero del ex INVE- en cuanto a la posibilidad de hacer remates extrajudiciales o rescisiones 
administrativas que le dan mayor agilidad para recuperar los bienes; en caso de que una parte de la 
cartera pase a otro tipo de institución, tendrá que verse la forma para que estas atribuciones que tiene 
el Banco puedan pasar a ese tipo de instituciones. 


Con respecto a los criterios y valores sobre la reestructura, el señor Diputado Conde 
mencionó un valor de activo de $ 31.766:000.000 en diciembre de 2005. Este activo, 
aproximadamente, va a bajar a $ 17.000:000.000. Ello significa que el Banco Hipotecario, 
aproximadamente, va a tener $ 13.000:000.000 de cartera sana y unos $ 4.000:000.000 de cartera con 
poca morosidad. La cartera sana la va a administrar el Banco Hipotecario y la que tenga cierto grado 
de morosidad, probablemente se entregue a un fideicomiso. Es decir que el Banco Hipotecario va a 
tener entre un 30% y un 40% de cartera que va a administrar en términos de valores, respecto a los 
valores actuales. En función de ello también se tendrá que reestructurar todo el esquema de 
funcionamiento: las erogaciones personales, los gastos de funcionamiento, el personal de las agencias, 
etcétera. Lo que decíamos era que un 20% de la cartera tendría cierto grado de morosidad y un 80% 
sería cartera sana. El conjunto de la cartera será de un 30% a un 40% de la actual cartera del Banco. 
Lo que va a pasarse a la recuperadora de créditos va a ser tanto cartera comercial como social; 
pensamos que será, fundamentalmente, cartera social porque es la que presenta mayor nivel de 
morosidad. También habrá hipotecas. 


SEÑOR OLANO LLANO.- Los deudores que estaban para ejecutar, según el aviso que se publicó, van 
a entrar en un plan que significa seis meses a media cuota -que pueden ser seis meses más- y en 
cumplimiento de ello, luego podrán pasar a un plan de los que ya existen como, por ejemplo, el alquiler 
con opción a compra o una refinanciación, considerando que la cuota no sea superior al 26% del 
ingreso familiar. Eso ya existe, ¿no? El alquiler con opción a compra, aproximadamente, es media 
cuota o un poco más. Entonces me pregunto por qué se hace un plan para que el deudor pague media 
cuota seis meses, media cuota otros seis meses y después pase a un plan en el que va a pagar media 
cuota, 60% si se trata de un alquiler con opción a compra o el 26% de sus ingresos que, tal vez, hasta 
sea menos de media cuota. ¿Por qué se elabora todo ese plan en lugar de decir, simplemente: 
"Muchachos, los que están para ejecutar tienen dos meses para presentarse"? Así, de pique, 
arrancaríamos con la refinanciación porque, en definitiva, es media cuota igual. Seguramente, hay una 
respuesta para esto. 


SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- Es por si hay una mejoría. 


SEÑOR MORODO.- Tal vez las contingencias del núcleo familiar le permitan mejorar y pueda volver a 
la cuota contractual, con lo que no se generará refinanciación, colgamento ni nada. Es para dar esa 
oportunidad. En definitiva, como dice el señor Diputado, estos instrumentos de refinanciación ya 
existían. El arrendamiento con opción a compra y la permuta fueron creados en esta Administración. La 
finalidad es dar la oportunidad de que el destino traiga una mejora en el ingreso familiar. 


SEÑOR OLANO LLANO..- El arrendamiento con opción a compra también era temporal. 


SEÑOR SCARONE.- El objetivo del Banco Hipotecario, como su nombre indica, es vender viviendas 
con una garantía hipotecaria. Eso se cumple directamente cuando se le presta dinero a una persona 
que adquiere un bien y lo hipoteca. Cuando se le ofrece un inmueble que construyó el Banco, la idea 
es que esa persona pueda escriturar y lo deje como garantía hipotecaria. 


Lo que establecimos el año pasado en cuanto al arrendamiento con opción a compra 
obedece a una situación absolutamente provisoria, que está fuera del esquema tradicional del Banco y 
es producto de la crisis. El Banco tenía una cantidad importante de viviendas desocupadas, en muchos 
casos con problemas serios de habitabilidad, que obligaron a realizar inversiones, y preferimos 
ofrecerlas en un régimen que no es el normal. Un arrendamiento con opción a compra significa que 
después se puede comprar o no. Sin embargo, de esta forma, dábamos una solución habitacional a la 
persona y, al mismo tiempo, el Banco lograba que ciertos costos de mantenimiento de las viviendas 
-seguridad, impuestos domiciliarios y reparaciones- estuvieran a cargo de quienes las arrendaban. 


Estamos apostando a establecer un sistema provisorio que va a ser continuado por la 
próxima institución que se cree -la recuperadora de créditos morosos- que va a establecer el criterio 
definitivo. Queremos que las personas se habitúen a pagar por su vivienda. Lo lógico es que siga 
vinculado al régimen que tenía anteriormente, ya sea como deudor hipotecario o como promitente 
comprador. Hay que pensar que si la persona pasa a ser arrendatario con opción de compra y era 
promitente comprador, pierde lo que había aportado como promitente comprador a cuenta del capital. 
Si era deudor hipotecario también pierde lo que había pagado de su deuda. Lo mejor es darle un plazo 
para que vea si recompone su nivel de ingreso familiar y puede volver a una situación de normalidad. 


Sabemos que hubo una cantidad de situaciones anómalas pero lo normal es que si una 
persona podía pagar su cuota hace diez años y logró superar la crisis, ahora debería poder pagarla. 


SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- En esta transición, en esta facilidad que se está dando por un año 
¿se paga media cuota o el 26% de los ingresos? 


SEÑOR SCARONE.- Sí, también tiene el tope del 26% de los ingresos familiares. 


SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- Es decir que puede acogerse a cualquiera de los dos sistemas. Por 
ejemplo, alguien que pague una cuota de $ 10.000 -media cuota serían $ 5.000- si tiene ingresos de 
$ 10.000, pagaría $ 2.600. 


SEÑOR MORODO.- La diferencia radica en la cartera en que esté ubicado. Si es cartera comercial, es 
media cuota, y si es cartera social, tiene la posibilidad de llegar a pagar un 13% de sus ingresos. 
Reitero que para la cartera comercial, el convenio es siempre sobre la base del 50% de la cuota 
contractual. 


SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- Y si alguien no puede pagar esa media cuota, ¿qué hace el Banco? 
¿Existe alguna otra opción o va directo a la ejecución? 


SEÑOR SCARONE.- Vamos a ubicarnos en la cartera social, es decir, en la situación de quienes viven 
en los grandes complejos, fundamentalmente, Euskal Erría y Malvín Alto. Si una persona tiene que 
pagar $ 3.000 y demuestra que sus ingresos familiares han menguado y no puede pagar esa cuota, se 
le plantea si puede pagar una de $ 1.500. Él plantea que esa cuota también es compleja de pagar; 
entonces, se le pide que muestre los ingresos de su núcleo familiar, además de comprobantes de 


gastos como el teléfono, la luz, el agua, los gastos comunes, etcétera. En función de ese conjunto de 
elementos se puede llegar a fijar una cuota inferior al 50%, buscando que esa persona se reintegre al 
circuito de pagos. O sea que cabe la posibilidad de que, en función de los elementos que aporte, se le 
fije una cuota ya no de $3.000, ni siquiera de $1.500, sino que puede ser menor, inclusive. 


SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- Existe una legislación que establece que las personas pueden pagar 
el 26% de sus ingresos. Entonces, no entiendo tanto entrevero; no entiendo por qué si la persona dice 
que gana $ 2.000 y, por lo tanto, debería pagar $ 560 de acuerdo con lo que establece la ley, el Banco 
no lo acepta sino que establece que debe pagar media cuota, y recién después de hacer el análisis de 
lo que come, de lo que no come, de lo que hay en el tacho de la basura, etcétera, le concede algo más. 
No entiendo por qué no es más sencillo el sistema. Hay una ley, pero el Banco no la estaría 
cumpliendo. 


SEÑOR SCARONE.- El tema es que hemos encontrado situaciones bastante complejas para tomar 
una definición. Esto se vincula con un concepto que todos manejamos: la informalidad del mercado de 
trabajo en este momento. Entonces, puede ser que una persona demuestre, en función de lo que figura 
en la planilla de trabajo, que gana $ 2.000, pero que también presente comprobantes de que paga 
$ 1.000 de agua, $ 2.000 de teléfono, $1.000 de gastos comunes, etcétera, ¿y cómo hace? Creo que el 
nivel de informalismo del mercado de trabajo en este momento debe superar el 30% o 40%, lo que 
significa que el ingreso que uno puede justificar, probablemente, difiera mucho del ingreso real que 
percibe una familia. Sin embargo, hay gastos que no puede ocultar y eso nos da una idea de cuánto 
puede gastar. De ahí que muchas veces se establece no solamente conceptos de ingresos sino 
también de gastos para ver cuál es la capacidad contributiva de esa familia para el pago del 
arrendamiento o de la cuota. 


SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- No quiero polemizar más, pero el Banco actúa de una manera para 
un lado y de otra para otro, porque para adquirir las nuevas propiedades exige certificados de todos los 
ingresos, mientras que en este otro caso estos no valen sino que lo que vale es lo que el Banco 
entienda que gana el deudor. Si la persona que quiere comprar percibe parte de sus ingresos de 
manera informal, estos no cuentan y no puede acceder a la vivienda porque no puede comprobar la 
totalidad de lo que gana. No puede ir al Banco y decirle que tiene un 30% de ingresos informales, pero 
sí lo acepta cuando se trata de cobrar la cuota. Vemos una dualidad en la forma en que el Banco trata 
a sus clientes. 


SEÑOR SCARONE.- El Banco trata de proteger los intereses públicos. En ese sentido, tal como lo 
establece el Banco Central, cuando se concede un préstamo tenemos normas muy estrictas en cuanto 
a los procedimientos a seguir. Es lo que se conoce como calificación del sujeto de crédito, y se hace en 
base a una serie de características; una de ellas es, justamente, que tenga ingresos comprobables. 


En cuanto a por qué le pedimos comprobantes de gastos, es porque no tenemos la certeza 
de que los comprobantes de ingresos que nos presentan sean la totalidad de los que posee esa 
familia. Digo esto porque una persona puede trabajar medio tiempo en un lugar y presentar el 
certificado correspondiente y no presentar documentación alguna por el otro medio tiempo que trabaja 
en otro lugar, aunque tenga un comprobante 100% legal de esa actividad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Vicepresidente y del señor Director del 
Banco Hipotecario del Uruguay. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 36) 
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